
AYUNTAMIENTO DE SEVILLA 
GERENCIA DE URBANISMO

Sevilla, 20 de Junio de 2013.

__________________________________ y  domicilio a efectos de notificaciones 
en el Centro de Ecología Social (C.E.S.) “Germinal”, sito en el Parque de San Jerónimo 
s/n de Sevilla (C.P. 41015), en nombre y representación de Ecologistas en Acción-Ciudad 
de Sevilla, asociación registrada en la Consejería de Justicia y Administración Pública con 
el número de registro 13377 de la Sección Primera (13377/1ª) y con CIF G-91868695, 
asociación que forma parte del ecologismo social y que trabaja por la defensa del medio 
ambiente, realizando campañas de sensibilización, denuncias públicas y legales contra 
aquellas actuaciones que dañan el medio ambiente, entidad de la cual es su 
coordinadora, ante la reciente exposición al público del documento Modificación Puntual 
04  del  Texto  Refundido  del  Plan  General  de  Ordenación  Urbanística  de  Sevilla, 
redactado por la Gerencia de Urbanismo (en adelante MODIFICACIÓN), expone las 
siguientes Consideraciones y Alegaciones:

1.- LA  FALTA DE JUSTIFICACIÓN DE LA MODIFICACIÓN.

La MODIFICACIÓN no justifica sus propuesta en lo referente a la eliminación de 
prohibir antenas en   fachadas de cualquier edificio, en cubiertas de edificios protegidos 
por el planeamiento urbanístico con niveles "A" (Protección Integral), "B" y "C" (Protección 
Parcial  en  grado  1)  y  en  parcelas  con  uso  de  equipamiento.  Tampoco se  justifica  la  
eliminación  de  las  condiciones  de  implantación:  retranqueo  de  antenas  respecto  a 
fachada,  altura  máxima  de  antenas  sobre  cubierta,  superficie  y  altura  máximas  de 
construcciones para albergar equipos, antenas en superficie no edificada de parcelas de 
uso residencial y alturas máximas en suelo industrial y no urbanizable. 

1.1.- La  MODIFICACIÓN  propone  modificar  el  “Artículo  6.6.44.  Condiciones  
particulares para las instalaciones de radiocomunicación” de las Normas Urbanísticas del 
PGOU y dice (pagina 6) que su propuesta “viene justificada por la necesaria actualización  
ante los avances tecnológicos y la coordinación que debe existir entre el texto de la nueva  
Ordenanza  Reguladora  de  las  Infraestructuras  Radioeléctricas  del  Ayuntamiento  de  
Sevilla cuya revisión se ha puesto en marcha y el propio articulado del Plan General. El  
artículo  se  modifica  para  recoger  exclusivamente  aspectos  propios  de  la  normativa  
urbanística,  como  pueden  ser  prohibiciones  o  limitaciones  en  la  ubicación  de  las  
instalaciones o aspectos relacionados con las condiciones particulares de la zona donde  
se  ubique,  remitiendo  a  la  Ordenanza  Municipal  el  resto  de  cuestiones  sobre  
instalaciones, planes de implantación, seguimiento, etc...”  

Se trata de una introducción, donde se hace explícita el carácter urbanístico de los 
aspectos modificados, excluyendo aspectos tecnológicos propios de las ordenanzas y/o 
de las normativa estatal.  Nótese que hasta ahora no se ha justificado nada respecto a 
los puntos señalados al principio.
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1.2.-  Continúa  la  MODIFICACIÓN  diciendo  que: “También  se  incluye  la  
posibilidad de redactar un Plan Especial  que regule de forma más pormenorizada las  
condiciones  de  implantación  de  las  redes  de  telecomunicación  y  establezca  una  
planificación urbanística general de estas infraestructuras en la ciudad”.

El “Artículo 6.6.44” ya contempla ese Plan Especial en su apartado 6 con el mismo 
texto que usa la MODIFICACIÖN para justificar la supuesta “inclusión”, que es en realidad 
el mantenimiento de la misma determinación. Dice dicho apartado:  “6. El Ayuntamiento 
podrá  proceder  a  formular  y  redactar  un  Plan  Especial  que  regule  de  forma  más 
pormenorizada  las  condiciones  de  implantación  de  las  redes  de  telecomunicación  y  
establezca una planificación urbanística general de estas infraestructuras en la ciudad”. 
Nótese también que hasta ahora   no se ha justificado nada respecto a los puntos 
señalados al principio.

1.3.-  Continúa la MODIFICACIÓN diciendo que: “Por ultimo,  debemos indicar  
que la revisión de la Ordenanza, y por tanto del artículo del Plan General, viene motivada  
por:” y a continuación relaciona los siguientes motivos que comentamos uno por uno.

 1.3.1.-  Continúa la MODIFICACIÓN diciendo:  “1. La Ordenanza municipal de  
Telecomunicaciones de 18 de junio de 2003 ha de ser modificada para adaptarse, entre  
otras, al espíritu que ya inspiró la Disposición Adicional Duodécima de la ley 32/2003 de 3  
de noviembre General de Telecomunicaciones, que reconoce la necesidad de solucionar  
las  dificultades  que  se  encuentran  para  el  despliegue  de  las  infraestructuras  de  
comunicaciones, haciéndolo compatible con el respeto a las competencias municipales en  
materia urbanística y medioambiental, pero sin establecer preceptos que se extralimiten  
en sus funciones para controlar las emisiones radioeléctricas al ser materia exclusiva del  
estado”.

Las  prohibiciones  establecidas  en  la  actual  norma  para  instalar  antenas  en 
fachadas de cualquier edificio, en cubiertas de edificios protegidos por el planeamiento 
urbanístico con niveles "A" (Protección Integral), "B" y "C" (Protección Parcial en grado 1) 
y en parcelas con uso de equipamiento, así como las condiciones de implantación, entran 
dentro de las competencias urbanísticas y municipales, como son el paisaje urbano, el 
patrimonio arquitectónico e histórico y la regulación de usos de los equipamientos. Es 
decir, no significan por tanto ninguna  extralimitación de las funciones municipales para 
controlar las emisiones radioeléctricas. Se trata por el contrario, de cuestiones sobre las 
que el Ayuntamiento debe establecer prohibiciones y limitaciones, como detallamos en 
apartados posteriores.  

Nótese  también  que hasta  ahora   no  se  ha  justificado nada respecto  a  los 
puntos señalados al principio.

1.3.2.-     Continúa la MODIFICACIÓN diciendo:   “2. Las causas de impugnación que  
han llevado a la anulación de varios artículos de la Ordenanza vigente por establecer  
prohibiciones absolutas. En este sentido, la jurisprudencia del Tribunal Supremo precisa  
el respeto al principio de proporcionalidad y la no imposición de prohibiciones que impidan  
el derecho de los operadores a establecer su propia red”.
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La MODIFICACIÓN describe un caso de impugnación que no detalla y no hemos 
podido  localizar.  En  cualquier  caso,  se  refiere  a  la  Ordenanza  y  no  a  las  Normas 
Urbanísticas de PGOU, que en lo que conocemos, no han sido impugnadas. 

Respecto a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, el informe “Jurisprudencia del  
Tribunal  Supremo  respecto  a  las  competencias  locales  en  materia  de  emisiones  
radioeléctricas” de marzo de 2012 del  SERVICIO DE ASESORAMIENTO TÉCNICO E 
INFORMACIÓN (SATI) de la FEMP, en su punto “4. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
SUPREMO A PARTIR DE LA SENTENCIA DE 22 DE MARZO DE 2011”, concluye (página 
17) que:

“En resumen, la STS de 22 de marzo de 2011 viene a deslindar el alcance de la  
normativa de las CCAA aplicable a la instalación de las redes e infraestructuras de las  
telecomunicaciones. Y lo hace en los siguientes términos: 

a)  Es  competencia  exclusiva  del  Estado  la  ordenación  técnica  de  las  
telecomunicaciones y no cabe invocar los títulos competenciales en materias como el  
urbanismo,  el  ambiente  o  la  sanidad  para  defender  una  ordenación  autonómica  que  
desdibuje la unidad de la regulación técnica del mercado de las telecomunicaciones. 

b)  Aunque  resulta  innegable  que  el  despliegue  de  las  redes  de  
telecomunicaciones debe ser abordado también desde el ordenamiento urbanístico  
y  ambiental,  sobre  el  que  las  CCAA ostentan  competencias  indiscutibles,  esas 
competencias no pueden desbordar su ámbito específico para diluir la operatividad de la  
competencia exclusiva estatal en esta materia. 

c) En virtud de esa competencia exclusiva, corresponde al Estado la regulación  
de limitaciones para el margen de frecuencias, intensidad de campo y densidad de  
potencia, así como distancias mínimas a las antenas, cuestiones estas que inciden  
directamente  en  la  configuración,  diseño  técnico  y  despliegue  de  las  
infraestructuras que conforman la red”.

Y mas elocuente y precisa, respecto a las competencias urbanísticas y el principio 
de  proporcionalidad  referido  a  las  prohibiciones  en  el  ámbito  de  las  instalaciones 
radioeléctricas resulta  la  STS 06/10/2009, que rechazó el recurso del   Ayuntamiento de 
Zizur Mayor y decía  “la sentencia recurrida  no niega al municipio la potestad de, a  
través  del  planeamiento  municipal,  establecer  restricciones  o  limitaciones  a  la  
instalación de estaciones de telecomunicación, sino que ha considerado, y con razón,  
que la  concreta  prohibición  general  para  instalar  aquéllas  en  todo  el  término  
municipal,  salvo  en  un  concreto  paraje,  no  está  justificada  por  resultar  
desproporcionada y más perjudicial para el medio y la salud al tener que incrementarse  
la potencia de emisión con un empeoramiento e incluso pérdida del servicio, sin que tal  
decisión, por ser contraria al ordenamiento jurídico, pueda ampararse en el principio de  
igualdad”. 

Se  deduce  que  las  prohibiciones  y  limitaciones,  por  razones  estrictamente 
urbanísticas son competencias municipales irrenunciables y se atienen al  principio  de 
proporcionalidad si  están debidamente  justificadas en su objeto y  ámbito.  Y  el  actual 
“Artículo 6.6.44” de las Normas Urbanísticas del PGOU de Sevilla hace una regulación 
que  prohíbe  en  algunos  lugares  las  instalaciones  objeto  de  regulación  y  detalla  las 
condiciones  en  el  resto,  dentro  de  una  gradualidad  y  racionalidad  perfectamente 
compatible con el principio de proporcionalidad. Y no ha impedido ni impide el despliegue 
de las redes.  
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Nótese  también  que hasta  ahora   no  se  ha  justificado nada respecto  a  los 
puntos señalados al principio.

1.3.3.-     Continúa  la  MODIFICACIÓN  diciendo:   “3.  La  adhesión  plena  y  sin  
condiciones al  Código de Buenas Prácticas  para  la  instalación  de infraestructuras de  
telefonía móvil  por  acuerdo del  Excelentísimo Ayuntamiento  Pleno de 20 de junio de  
2012”.

El  Código  de  Buenas  Prácticas  de  la  FEMP,  es  un  documento  de 
recomendaciones, que no contradice, en lo sustancial, lo establecido en el actual “Artículo 
6.6.44”.  Pero recordemos el  carácter normativo de las Normas Urbanísticas y que su 
objetivo, de acuerdo con su naturaleza jurídica. no es facilitar el despliegue de las redes 
de  telefonía  móvil,  al  menos  no  el  único,  sino  regular  los  usos  compatibilizandolos 
respecto al paisaje, al  patrimonio, a los equipamientos, etc... 

Nótese  también  que hasta  ahora   no  se  ha  justificado nada respecto  a  los 
puntos señalados al principio.

1.3.4.-     Continúa la MODIFICACIÓN diciendo:   “4.  La referencia que supone el  
modelo de Ordenanza aprobado por la FEMP el 29 de abril de 2008 que ha eliminado los  
preceptos  que se  extralimitan  en las  competencias  municipales  y  los  que establecen  
prohibiciones absolutas”.

Se refiere la MODIFICACIÓN de nuevo a las Ordenanzas de Telecomunicaciones. 

Aquí  se  trata  de  la  Normas  Urbanísticas  del  PGOU,  cuyo  objeto  es  distinto  e 
incluyen  numerosas  prohibiciones  y  limitaciones.  No  se  olvide  que  prohibiciones  y 
limitaciones constituyen elementos fundamentales de nuestra civilización (piensese en el 
código civil, o el código penal, …) y de la organización de nuestras ciudades.  Y como 
hemos indicado anteriormente, las prohibiciones señaladas al principio ni extralimitan las 
competencias  municipales  ni  son  prohibiciones  desproporcionadas,  como  ya  hemos 
comentado.  Podemos  añadir,  que  prohibiciones  como  las  asociadas  a  la  protección 
integral de edificios patrimoniales o las dirigidas a la defensa del paisaje, son propias de 
civilizaciones avanzadas.

Conviene aquí aclarar que la propia MODIFICACIÓN, mantiene otras prohibiciones, 
como  la  que  afecta  al  Suelo  No  Urbanizable  de  Especial  Integral,  cuestión  que 
consideramos correcta. Pero la MODIFICACIÓN no explica porqué en unos casos sí y en 
otros no.

Por otra parte, la expresión “prohibición absoluta” es lingüisticamente inconsistente 
ya  que  el  adjetivo  “absoluto”  exige  un  marco  de  referencia  conceptual,  geográfico,...  
Hablando de poner antenas, si mencionamos una “prohibición absoluta”, tendríamos que 
añadir por ejemplo  en todo el término de Sevilla,  o en los edificios con protección  
integral,… Y es  ese  marco de referencia,  y  sobre  todo las  razones  (además de  las 
competenciales)  que  haya  para  establecer  la  prohibición,  lo  que  determina  la  
proporcionalidad o desproporcionalidad de la prohibición. Es decir no es la prohibición en 
sí misma, llamésele absoluta o no, sino el ámbito y alcance de la misma lo que determina 
la proporcionalidad de la medida. 
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Constátese de nuevo que hasta ahora  no se ha justificado nada respecto a los 
puntos señalados al principio.

1.3.5.-     Continúa  la  MODIFICACIÓN  diciendo:   “5.  Agilización  en  los 
procedimientos para el otorgamiento de autorizaciones, incorporando el espíritu de la ley 
17/2009 de 23 de noviembre sobre el  libre acceso a las actividades de servicio  y  su 
ejercicio, en la que se incorpora la normativa europea.

La agilización del libre acceso a los servicios, no puede justificar la desprotección 
de valores como los protegidos por la prohibiciones referidos al principio de este punto. 
Recuérdese  que  la  Ley  de  Suelo  y  demás  normas  de  Ordenación  del  Territorio  y  
Urbanismo, anclan sus principios en los artículos 45 y 47 de la Constitución Española. 

Además,  no  hay  mayor  agilización,  que  dejar  muy  claro  y  transparente  las 
prohibiciones y condiciones de implantación. Optando por una mayor discrecionalidad, se 
abrirán  expectativas  que  generarán  trámites  necesariamente  costosos  y  lentos,  que 
pueden  terminar  en  polémicas,  intentos  frustrados  o  aberraciones  paisajísticas  y/o 
patrimoniales.  En  resumen,  una  menor  eficiencia,  justo  lo  contrario  de  una  mayor 
agilización.

Constátese de nuevo que hasta ahora  no se ha justificado nada respecto a los 
puntos señalados al principio.

1.3.6.-     Continúa la MODIFICACIÓN diciendo:   “6. Por último, la Administración es  
consciente de que el establecimiento de prohibiciones absolutas constituye un freno para  
la adopción de los nuevos avances tecnológicos por parte de los operadores y por tanto,  
ha de establecer los cauces necesarios que viabilicen la adopción de dichos avances”.

Decir  que  las  prohibiciones  y  condiciones  de  implantación  del  actual  “Artículo 
6.6.44” “  constituye un freno para la adopción de los nuevos avances tecnológicos por  
parte de los operadores” sí es una desproporción, por cuanto no hay ningún razonamiento 
o argumento que sostenga esa tesis.

En cualquier caso, la facilidades para el despliegue de las redes debe conciliarse e 
incluso  supeditarse  con  otros  intereses  generales  urbanísticos,  y  en  todo  caso  a  su 
función social, a la conservación del patrimonio cultural y el paisaje  (artículo 2 del Texto 
Refundido de la Ley de Suelo TRLS).

1.4.- Fundamentos jurídicos y alegación respecto a la falta de justificación.

La necesidad de esas justificaciones y motivaciones se detalla en el artículo 36 
apartado 2.a.1ª  de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía, que exige de las 
innovaciones del  planeamiento  que  “La  nueva ordenación  deberá  justificar  expresa y  
concretamente las mejoras que suponga para el bienestar de la población y fundarse en  
el mejor cumplimiento de los principios y fines de la actividad pública urbanística y de las  
reglas y estándares de ordenación regulados en esta Ley. En este sentido, las nuevas  
soluciones  propuestas  para  las  infraestructuras,  los  servicios  y  las  dotaciones  
correspondientes  a  la  ordenación  estructural  habrán  de  mejorar  su  capacidad  o  
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funcionalidad, sin desvirtuar las opciones básicas de la ordenación originaria,y deberán  
cubrir  y cumplir,  con igual  o mayor calidad y eficacia, las necesidades y los objetivos  
considerados en ésta.”

La  actividad  urbanística  debe  sustentarse  en realidades innegables,  en  hechos 
ciertos e indiscutibles, sin cuyo concurso estamos ante un supuesto de discrecionalidad 
abusiva, y por tanto convertida en arbitrariedad, siendo ésta una conducta prohibida para 
las  Administraciones Públicas,  tanto  por  los  propios  principios  generales  del  derecho,  
como por  las  leyes,  incluso por  la  propia  Constitución.  La  necesidad de justificar  las 
propuestas de la MODIFICACIÓN es de obligado cumplimiento como exigen   entre otras 
normas  el   artículo  2  del  TRLS  que  dice  que  “Las  políticas  públicas  relativas  a  la  
regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo ... deben procurar...la 
eficacia de las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, la flora y la fauna y de 
la protección del patrimonio cultural y del paisaje”, el   artículo 3 del TRLS que dice 
que “El ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser  
motivado”.

ALEGACIÓN  1.-   Por  los  motivos  anteriores,  la  propuesta  de  la 
MODIFICACIÓN , no cumple con lo exigido por los artículos 2 y 3  del TRLS, y el 
artículo 36 de la LOUA.

2.- LA CONTRADICCIÓN CON EL PLAN DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE LA 
AGLOMERACIÓN URBANA DE SEVILLA.

La MODIFICACIÓN no incorpora las normas del planeamiento territorial relativos al 
paisaje y a las infraestructuras de telecomunicaciones, especialmente las directrices de 
los artículos 86 y 107 del Plan del Ordenación del Territorio de la Aglomeración Urbana de 
Sevilla (POTAUS).

En  efecto,  la  MODIFICACIÓN,  no  incorpora  las  directrices  del  “Artículo  86.  
Integración paisajística de las infraestructuras de telecomunicaciones. (D)” que dice:

“1.  Los  proyectos  de  implantación  de  nuevas  infraestructuras  de  
telecomunicaciones deberán incorporar un análisis de alternativas de ubicación en  
el que se justifique la incidencia paisajística de la elección propuesta.
2. Las instalaciones de infraestructuras de telecomunicaciones utilizarán materiales  
constructivos y colores y, en su caso, sistemas de camuflaje, que limiten su impacto  
visual”.

Y sobre todo, parece que ignora absolutamente el “Artículo 107. Infraestructuras de 
telecomunicaciones. (D y R)”, especialmente en lo referente a su apartado 3:

“3. La instalación de antenas y demás infraestructuras de similares características  
físicas no estará permitida en: (D)
a) Las edificaciones protegidas por la legislación del Patrimonio Histórico.
b) Los Elementos Culturales del Patrimonio Territorial.
c)  Los edificios  catalogados y  bienes  protegidos  por  los instrumentos de  
planeamiento general.
d)  Los  demás  Espacios  y  Bienes  protegidos  de  acuerdo  con  su  legislación  
específica”.
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ALEGACIÓN 2.- La propuesta de la MODIFICACIÓN vulnera los artículo 86 y 
107 del POTAUS.

3.- LA NECESIDAD DE INFORME DEL CONSEJO CONSULTIVO.

Además de todo lo anterior, la MODIFICACIÓN debe ser informada por el Consejo 
Consultivo de Andalucía, de acuerdo con el “Artículo 36. Régimen de la innovación de la  
ordenación establecida por los instrumentos de planeamiento”, que en su apartado 2.c.2ª 
establece que “Las modificaciones que tengan por objeto una diferente zonificación o uso 
urbanístico de parques, jardines o espacios libres, dotaciones o equipamientos,  así  
como las que eximan de la obligatoriedad de reservar terrenos con el fin previsto en el  
artículo 10.1.A).b),  requerirán dictamen favorable del Consejo Consultivo de Andalucía.  
Respecto a estas modificaciones no cabrá la sustitución monetaria a la que se refiere el  
artículo 55.3.a).”

ALEGACIÓN  3.-  La  propuesta  de  la  MODIFICACIÓN  debe  obtener  informe 
favorable del Consejo Consultivo de Andalucía.

Sin otro particular se despide atentamente, a 21 de Junio de 2013.

 
Fdo.:Coordinadora Ecologistas en Acción Ciudad de Sevilla

AL SR. GERENTE DE LA GERENCIA DE URBANISMO DEL 
AYUNTAMIENTO DE SEVILLA
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